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3.1.2.5.3. Infancia en especial 
situación de vulnerabilidad
3.1.2.5.3.1. Infancia migrante

Usualmente se utiliza la denominación «menores extranjeros no acompañados» para referirse a chicos y chicas que mi-
gran de forma irregular desde sus países al nuestro en condiciones precarias. A su condición de menores (personas que 
requieren de especial protección) hay que unir su condición de extranjeros en situación irregular (estatus jurídico muy 
precario) y su situación de desamparo, esto es, sin ninguna persona adulta que atienda sus necesidades, sin medios eco-
nómicos, sin familia ni entorno social conocido, y en la mayor parte de los casos desconociendo incluso el idioma español.

Los menores extranjeros no acompañados tienen derecho a todos los servicios y prestaciones 
independientemente de su situación administrativa

Conforme al artículo 131 de la Ley 4/2021, de 27 de julio, de Infancia y Adolescencia de Andalucía, los niños, niñas y ado-
lescentes migrantes no acompañados tendrán garantizados los derechos que les corresponden como menores 
de edad y se posibilitará su integración social plena independientemente de las posibilidades que existan para 
regresar con su familia. Y cuando estos menores estén bajo la protección de la Administración de la Junta de Andalucía 
tendrán derecho al acceso a todos los servicios y prestaciones cuya competencia tenga atribuida la Comunidad 
Autónoma de Andalucía, independientemente del estado de tramitación de su residencia o asilo, y en especial, 
en materias relacionadas con salud, educación, servicios y prestaciones sociales básicas, empleo, formación profesional 
y ocupacional.

En este contexto las principales quejas que recibimos vienen precisamente referidas a la determinación de la con-
dición de minoría de edad, toda vez que en ocasiones se dan supuestos en que existen dudas razonables acerca de la 
edad declarada o la que figura entre la documentación que portan, motivo por el que, conforme a la legislación sobre 
personas extranjeras, corresponde a Fiscalía intervenir para cumplir con los protocolos existentes para acreditar la edad.

Continúan las quejas por el actual procedimiento para la determinación de la edad de las personas 
menores de edad extranjeras

Así, esta Defensoría viene interviniendo en relación con un conjunto de personas migrantes que habían tenido que aban-
donar el centro de protección de menores en el que se alojaban tras recibir el decreto de la Fiscalía que los declaraba 
mayores de edad. Según su relato dichas personas no habrían recibido ninguna comunicación relativa a la obligación 
de abandonar el centro por parte del Ente Público de Protección de Menores y tampoco se habría programado ninguna 
ayuda social para atender la precaria situación en que se encontraron tras tener que abandonar el centro sin disponer 
de ningún lugar donde alojarse, todo ello careciendo de medios económicos y sin ningún apoyo familiar o social.

Al dar trámite a la queja recibimos un informe de la Delegación Territorial de Inclusión Social, Juventud, Familias e 
Igualdad de Granada relatando la intervención realizada por dicha Delegación en su condición de Ente Público de 
Protección de Menores conforme a la normativa aplicable pero sin ninguna referencia a las actuaciones realizadas con 
estas personas una vez que se vieron obligadas a abandonar el centro residencial de protección de menores en el que 
estaban alojadas, ejerciendo para ello las competencias que correspondían a esa Delegación Territorial en materia de 
inclusión social y migraciones, dando respuesta a la situación de extrema precariedad en que se encontraron, y todo 
ello proporcionándoles atención social de forma directa o en colaboración con otras Administraciones Públicas o enti-
dades privadas.
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En el nuevo informe que hemos recibido sobre esta cuestión se viene a reseñar que ante la posible mayoría de edad 
de los respectivos jóvenes, se contactó con diferentes recursos para personas sin hogar, que igualmente se les facilitó la 
información de los recursos para personas sin hogar y de atención a migrantes de la ciudad de Granada donde se podían 
dirigir para recibir todo tipo de ayuda. Finaliza el informe señalando que no se pudo derivar a los jóvenes a programas de 
mayoría de edad de la Junta de Andalucía por no tratarse de menores procedentes del sistema de protección (cuando 
llegaron a España ya eran personas mayores de edad, tal como acreditó el decreto de Fiscalía). 

No obstante, para prevenir posibles situaciones de vulnerabilidad social se anuncia la implementación de un folleto, 
traducido a diferentes idiomas, que estará disponible en los centros de protección de menores e informará sobre los 
recursos asistenciales disponibles en la provincia dirigido a personas que se encuentren en esta situación (queja 24/3302).

Por otro lado, en relación con la crisis migratoria producida por la llegada improvisada y masiva de centenares de 
personas a las costas canarias, entre ellos cientos de jóvenes y menores de edad sin compañía de persona adulta que 
cuide de ellos, la Defensoría de la Infancia y Adolescencia de Andalucía, emitió un comunicado público en la misma 
sintonía que la institución del Diputado del Común de Canarias destacando que se trata de una situación que desborda 
la planificación y los sistemas de acogida ante las migraciones de personas y que exige de la intervención del Estado y 
de la Unión Europea. Se indica en el comunicado: «Estamos hablando de la obligación de los estados de proteger los 
derechos de estos menores, recogidos en todos los ordenamientos jurídicos internacionales y nacionales, por lo que 
es necesaria la articulación de un sistema de acogida ordenado y equitativo, con recursos suficientes y con un reparto 
solidario entre comunidades, atendiendo a las singularidades de cada territorio, sin prejuicio de las bondades que esta 
acogida tiene para las sociedades receptoras».

La crisis migratoria de Canarias desborda la planificación y los sistemas de acogida, exigiendo  la 
intervención estatal y de la UE

La Defensoría de la Infancia y Adolescencia pidió que desde las defensorías del pueblo se trabaje en sus territorios con 
solidaridad para la acogida de los migrante menores que llegan a Canarias. La distribución de estas personas por 
las diferentes comunidades autónomas aliviaría la presión sobre los servicios y permitiría una integración más 
efectiva y humana.

A tales efectos se recordó que Andalucía conoce bien esta situación como puerta de entrada de esta migración. La 
llegada masiva de personas migrantes, entre ellas, menores no acompañados, ya fue objeto de análisis y reflexión en 
2019 entre los nueve Defensores del Pueblo autonómicos y el Defensor estatal de entonces, con motivo de sus jornadas 
anuales de coordinación y que concluyó con la firma de una Declaración conjunta, bautizada como «Declaración de 
Tarifa» donde los Defensores del Pueblo de España y de las Comunidades Autónomas de Andalucía, Aragón, Canarias, 
Galicia, País Vasco, Comunidad Valenciana, Navarra, Castilla y León, y Cataluña reclamaban la defensa y protección de 
los niños y niñas que llegan a España sin la compañía de personas adultas que los protejan: son menores y, por tanto, 
han de ser objeto de protección. «Demandamos que se valore la necesidad de atención de una manera coordinada, 
solidaria, ordenada y responsable entre los territorios».

Otro aspecto que se ha abordado por esta Defensoría relativo a personas migrantes viene referido a menores de edad 
afectados por retrasos en la tramitación de expedientes de reconocimiento de nacionalidad por simple presun-
ción, ejemplo de ello es la queja 24/5118, relativa al Registro Civil de Granada, o la queja 24/1232, donde el interesado se 
quejaba porque el Registro Civil de Úbeda acumulaba una demora de más de un año para resolver el expediente inicia-
do para el reconocimiento de nacionalidad de su hijo “por simple presunción”, conforme a lo establecido en el artículo 
96.2 de la Ley del Registro Civil en relación con el artículo 17.1.c del Código Civil. Argumentaba el interesado que tanto 
él como la madre tienen nacionalidad peruana y que su país no confiere dicha nacionalidad a su hijo al haber nacido 
en España. Es por ello que al ser su hijo en estos momentos apátrida habían solicitado al Registro Civil de Úbeda que 
su hijo fuese inscrito con la nacionalidad española, acumulando su petición mucha demora lo cual estaba causando 
muchos perjuicios al menor.

Al afectar el contenido de la queja a derechos básicos del menor (derecho a un nombre y nacionalidad conforme a lo 
establecido en los artículos 7 y 8 de la Convención de las Naciones Unidas sobre los derechos del niño) solicitamos la 
colaboración del citado Registro Civil para que nos informase acerca de los motivos que venían dificultando la resolución 
del citado expediente, y en respuesta fuimos informados de las carencias de personal existentes en dicho Registro, y 
ello a pesar de en la zona está ubicado un hospital comarcal que ocasiona la tramitación de muchos asientos de naci-
mientos y defunciones. 

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/actualidad/el-defensor-del-pueblo-andaluz-ofrece-su-colaboracion-a-la-diputada-del-comun-de-canarias
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/actualidad/declaracion-de-tarifa
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/actualidad/declaracion-de-tarifa
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La escasez de personal en algunos Registros Civiles está demorando la inscripción de menores 
nacionales de padres extranjeros vulnerando su derecho a un nombre y a una nacionalidad

En cualquier caso, a pesar de que el problema planteado en la queja quedó finalmente resuelto con la notificación al 
solicitante de la pertinente resolución, tomamos nota de las carencias de personal existentes en el Registro Civil de 
Úbeda para interesarnos por su solución ante la administración competente.

3.1.2.5.3.2. Infancia con discapacidad o 
afectada por problemas de salud

Son muy numerosas las quejas por dilaciones para obtener una cita para la valoración/revisión del grado de disca-
pacidad en el Centro de Valoración y Orientación de referencia, así como para emitirse las resoluciones, poniendo 
a las personas menores de edad en una delicada situación de vulnerabilidad. 

Abundan las quejas por dilaciones en la valoración/revisión del grado de discapacidad así como en 
la emisión de las resoluciones

La Ley 4/2017 de 25 de septiembre, de los Derechos y la atención a las Personas con Discapacidad en Andalucía, obe-
dece a la necesaria adecuación de la normativa autonómica a la Convención Internacional sobre los Derechos de las 
Personas con Discapacidad y su Protocolo Facultativo, aprobada el 13 de diciembre de 2006 por la Asamblea General 
de las Naciones”, ratificada en 2007 por España, y que entró en vigor el 3 de mayo de 2008.

Según su exposición de motivos: «La Convención ha impulsado un cambio de paradigma en las políticas sobre discapa-
cidad, pasando desde el enfoque asistencial al de garantía de derechos», considerando «a las personas con discapacidad 
como sujetos titulares de derechos y los poderes públicos están obligados a garantizar que el ejercicio de esos derechos 
sea pleno y efectivo». 

Un abordaje desde «un modelo social basado en las capacidades y en la interacción con el entorno y la participación 
real y efectiva en todos los asuntos que les son propios».

Una atención integral que conforme lo expuesto en el artículo 14 de esta Ley, deberá comenzar en la etapa más temprana 
posible, y basarse en una evaluación multidisciplinar de las necesidades y capacidades de la persona con discapacidad, 
así como de las oportunidades del entorno. 

Además se prevé que «las Administraciones Públicas velarán por el mantenimiento de unos servicios de atención ade-
cuados, mediante la coordinación de los recursos y servicios en los ámbitos de la salud, el empleo, la educación y los 
servicios sociales, con el fin de garantizar a las personas con discapacidad una oferta de servicios y programas próxima 
en el entorno en el que se desarrolle su vida, suficiente y diversificada, tanto en zonas rurales como urbanas». 

Unos derechos que no pueden ser invocados mientras tanto no se les haya reconocido el grado de discapacidad, me-
diante Resolución de los titulares de las Delegaciones Territoriales de Inclusión Social, Juventud, Familia e Igualdad de 
la Junta de Andalucía. 

El reconocimiento de la discapacidad, adquiere por tanto una especial relevancia cuando afecta a niños y niñas. 
Así en la Instrucción 2/2021 de la Dirección General de Personas con Discapacidad se prevé que será objeto de priorización 
de citas y/o valoración los expedientes relacionados con «las personas menores, especialmente aquellas cuya edad esté 
comprendida entre los 0 y 6 años, las sujetas a medidas de protección, las afectadas por enfermedades oncológicas, y 
en general todas aquellas que se encuentren en edad de escolarización».

Se prevé que «el tiempo de tramitación de los expedientes susceptibles de priorización no deberá exceder de 3 me-
ses, a contar desde la fecha de entrada de la solicitud en el Centros de Valoración y Orientación» y se establece que 
se implementarán las medidas necesarias para ofrecer una respuesta lo más adaptada posible a las características y 
necesidades de los/as menores. 

https://www.boe.es/boe/dias/2017/10/17/pdfs/BOE-A-2017-11910.pdf
https://www.juntadeandalucia.es/sites/default/files/2022-03/INSTRUCCIÓN%202_2021%20SOBRE%20PROCEDIMIENTO%20DE%20VALORACIÓN%20Y%20AGILIZACIÓN%20DE%20TRÁMITES%20EN%20LOS%20CVO%28F%29.pdf

	3.1.2.5.3. Infancia en especial situación de vulnerabilidad
	3.1.2.5.3.1. Infancia migrante
	3.1.2.5.3.2. Infancia con discapacidad o afectada por problemas de salud


